CADUCIDAD IMPUGNACIÓN ACTA ASAMBLEA/ Norma aplicable/ Falta de certeza sobre la fecha de publicación del acta impide rechazar la demanda por caducidad/ Necesidad de adjuntar copia del acto para decidir sobre la solicitud de suspensión del mismo 
“(…) sobre esta última norma es preciso explicar que, no obstante que fue derogada por el literal c) del artículo 626 de la Ley 1564 de 2012, la cual entró a regir el primero de enero de 2016, no es menos cierto que para el momento de presentación de la demanda que fue el 17 de julio de 2015 estaba vigente y, por lo mismo, resulta aplicable en su integridad al presente asunto.”
“(…) en vista de que no hay plena prueba sobre el día de divulgación del acta, y ante la discusión que se suscita de si es esa fecha la que debe primar para contar los dos meses, o la de la comunicación directa al propietario, no cabe duda de la improcedencia, en este estadio del asunto, de la declaratoria de caducidad, por lo que se procederá a revocar el auto apelado y en su lugar se admitirá la demanda, sin perjuicio de que la cuestión pueda ser analizada nuevamente en la oportunidad que corresponda. 
Se negará, en cambio, la petición de suspensión del acto impugnado, dado que no se allegó con la demanda copia del acta de asamblea que, según el inciso 2º del artículo 382 del C.G.P., se requiere para efectos de analizarlo y confrontarlo con las normas y reglamentos invocados como violados.”
Citas: LÓPEZ BLANCO, Hernán Fabio. “Procedimiento Civil” Tomo 3. Ediciones DUPRE. Segunda Edición. Bogotá. 2008; VELÁSQUEZ JARAMILLO, Luis Guillermo. “La Propiedad Horizontal en Colombia”. Editorial Leyer, Tercera Edición. Bogotá. 2005. 
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Expediente 66001-31-03-002-2015-00351-01

Resuelve esta Sala Unitaria el recurso de apelación que la parte actora, en este asunto verbal de impugnación de actas de asamblea seguido por Jhon Alberto Restrepo Giraldo frente al Conjunto Residencial PORTAL DE LA VILLA PH, interpuso contra el auto proferido por el Juzgado Segundo Civil del Circuito Pereira, el 3 de agosto del año 2015. 
ANTECEDENTES

En el referido auto, el Juzgado rechazó la demanda por cuanto fue interpuesta fuera del término de los dos meses que prevé el artículo 47 de la Ley 765 de 2001, decisión que tuvo como base “…la manifestación hecha por el mismo demandante en el hecho 3 de la acción de tutela presentada el 3 de julio de 2015…” en la que afirma que el acta de asamblea fue fijada el 28 de abril de ese año, así que el plazo le venció el 28 de junio siguiente, “…por lo tanto la demanda fue presentada de manera extemporánea el 17 de julio de 2015…” 

Contra ese proveído, el demandante interpuso recurso de apelación, con el argumento de que analizando los artículos 47 y 49 de la citada Ley 765 de 2001 se deduce que “… el término para impugnar los actos de asamblea de un conjunto residencial sometido al régimen de propiedad horizontal, es de dos (2) meses contados a partir del día siguiente a la fecha de la comunicación que se le haga saber a cada uno de los propietarios de la fijación de la respectiva acta de reunión en el lugar determinado para ello, y no como equivocadamente lo interpreta el a quo, al afirmar que tal plazo se cuenta desde el momento en que se produjo dicha fijación…”, y como tuvo conocimiento del acta de asamblea el 21 de mayo de 2015 es desde ese momento en que se cuentan los dos meses, por lo que la demanda presentada el 17 de julio fue en tiempo. 

En esta sede el actor guardó silencio. Se pasa a resolver lo pertinente previas las siguientes,

   



CONSIDERACIONES

Se trata de definir en este caso si la caducidad decretada por el juez a-quo, que sirvió de fundamento para rechazar la demanda, se encuentra ajustada a los parámetros señalados por los artículos 47 y 49 de la Ley 675 de 2001 y al acervo probatorio que se encuentra en el expediente, o si, por el contrario, el libelo se presentó en término y se debe admitir, tal cual lo alega el recurrente.
Para tener mayor claridad del asunto es preciso transcribir las disposiciones antes citadas, así:

“ARTÍCULO  47. Actas. Las decisiones de la asamblea se harán constar en actas firmadas por el presidente y el secretario de la misma, en las cuales deberá indicarse si es ordinaria o extraordinaria, además la forma de la convocatoria, orden del día, nombre y calidad de los asistentes, su unidad privada y su respectivo coeficiente, y los votos emitidos en cada caso.

En los eventos en que la Asamblea decida encargar personas para verificar la redacción del acta, las personas encargadas deberán hacerlo dentro del término que establezca el reglamento, y en su defecto, dentro de los veinte (20) días hábiles siguientes a la fecha de la respectiva reunión.

Dentro de un lapso no superior a veinte (20) días hábiles contados a partir de la fecha de la reunión, el administrador debe poner a disposición de los propietarios del edificio o conjunto, copia completa del texto del acta en el lugar determinado como sede de la administración, e informar tal situación a cada uno de los propietarios. En el libro de actas se dejará constancia sobre la fecha y lugar de publicación.

La copia del acta debidamente suscrita será prueba suficiente de los hechos que consten en ella, mientras no se demuestre la falsedad de la copia o de las actas. El administrador deberá entregar copia del acta a quien se la solicite.

Parágrafo. Todo propietario a quien se le niegue la entrega de copia de acta, podrá acudir en reclamación ante el Alcalde Municipal o Distrital o su delegado, quien a su vez ordenará la entrega de la copia solicitada so pena de sanción de carácter policivo”.
…
   


“ARTÍCULO  49. Impugnación de decisiones. El administrador, el Revisor Fiscal y los propietarios de bienes privados, podrán impugnar las decisiones de la asamblea general de propietarios, cuando no se ajusten a las prescripciones legales o al reglamento de la propiedad horizontal. 
  



La impugnación sólo podrá intentarse dentro de los dos (2) meses siguientes a la fecha de la comunicación o publicación de la respectiva acta. Será aplicable para efectos del presente artículo, el procedimiento consagrado en el artículo 194 del Código de Comercio o en las normas que lo modifiquen, adicionen o complementen.”
Antes de continuar, sobre esta última norma es preciso explicar que, no obstante que fue derogada por el literal c) del artículo 626 de la Ley 1564 de 2012, la cual entró a regir el primero de enero de 2016
, no es menos cierto que para el momento de presentación de la demanda que fue el 17 de julio de 2015 estaba vigente y, por lo mismo, resulta aplicable en su integridad al presente asunto.
Ahora, sobre el sentido y alcance del término para impugnar, la doctrina ha dejado claro que:

“La ley coloca (sic) como término de caducidad de la acción impugnatoria el de dos meses contados a partir de la notificación o publicación del acta de la asamblea general. La publicación, según se desprende del inciso 3º del artículo 47 de la Ley 675 de 2001 consiste en la inserción del texto completo de la acta en el lugar determinado como sede de la administración, y la comunicación es la información escrita dada por el administrador a cada uno de los propietarios sobre la circunstancia de colocación del texto del acta en el lugar de la administración. La expresión “cada uno” utilizada por la ley, implica la personalización de la comunicación, sin que se pueda deducir como tal un aviso colocado en todo el edificio dando conocimiento de la publicación del acta. Aunque la ley no lo diga, por sentido común hay que concluir que es primero la publicación del acta y después la comunicación: Ningún administrador comunicará a los propietarios sobre la existencia de un acta que no aparezca publicada. Existe sobre este punto la siguiente inquietud: Si el acta se publica el 2 de marzo y se comunica a un propietario el 15 del mismo mes, ¿empezará a correr el término de caducidad para ese propietario en esta última fecha? La expresión “o” utilizada por la ley (“Comunicación o publicación”) da a entender en principio que si primero ocurre la publicación, como es lo obvio y natural, a partir de esa fecha empieza a correr el término de caducidad sin que la comunicación a cada propietario tenga importancia.”

 De lo anterior se puede extractar que, fuera del aspecto interpretativo legal que es el objeto de recurso por parte del demandante, es preciso tener en cuenta que para verificar, ya sea la fecha de publicación, o bien la de la comunicación del acta de asamblea, se requiere prueba fehaciente del hecho. Es decir, que no se puede con supuestos, sacar conclusiones definitivas, ya que se trata de términos legales de caducidad que, por lo mismo, y por el efecto que sobre el derecho pueden  tener, deben estar plenamente demostrados en el plenario.

No debe olvidarse que “Forma … parte central de la motivación de las providencias judiciales y en especial de las sentencias, lo que tiene que ver con el “examen crítico de las pruebas” que han servido para llevar la certeza al juez respecto de los hechos que, por probados, serán la base del sentido de su decisión pues si así no sucede otro deberá ser el alcance de la determinación a tomar.”
. En otras palabras, para tomar una decisión, el funcionario debe tener el máximo grado de certeza, y para ello se exige que la valoración probatoria se realice en conjunto, de manera razonada y crítica (Art. 176 C.G.P.), tanto más cuando se está en los albores del proceso, porque no se ha trabado la litis, dado que en esta fase el acervo probatorio puede ser precario y, por lo mismo, es más benéfico para el proceso esperar a que se acopien las pruebas que, con contundencia, permitan calificar que el paso del tiempo dio al traste con el ejercicio de la acción. 
No se quiere significar que el juez esté vedado para rechazar la demanda por la ocurrencia de la caducidad; lo que acontece es que no siempre ella aflora con nitidez desde el comienzo, y por ello es preciso dar paso al recaudo de otros elementos de convicción que permitan ponerle fin a la actuación, sin el temor de estar desdeñando derechos inalienables de los sujetos procesales. 
Eso es lo que ocurre en el presente asunto, porque si se verifica el conjunto probatorio que hasta ahora obra en el expediente, contrario a lo decidido por la funcionaria, en realidad no hay seguridad sobre la fecha de publicación del acta que fue la que se tuvo en cuenta para declarar la caducidad y entrar a rechazar el libelo, si es que se pensara que no es necesaria su comunicación a cada propietario. 
En efecto, el juzgado se basa, única y exclusivamente, en lo relatado por el mismo actor en demanda de tutela presentada el 3 de julio de 2015 y que anexa como prueba, en la que dice que el 21 de mayo de 2015 uno de los vigilantes de la unidad le entregó un comunicado en el que le informa que desde el 28 de abril se encuentra publicada en la cartelera de la administración el acta de la asamblea realizada el 28 de marzo
, manifestación que para esta Sala no tiene la fuerza vinculante que le dio el juez, si bien tampoco admite categóricamente que en esa fecha fue efectivamente realizada la publicación. .
Es más, en la demanda nada se dice al respecto, allí el actor alega que la asamblea fue el 28 de marzo de 2015 y la comunicación para enterarlo del acta fue el 21 de mayo siguiente, pero sobre la fecha de la publicación guarda total silencio, sin que exista otra prueba que ratifique que el 28 de abril se le dio publicidad al acta.

Por tanto, en vista de que no hay plena prueba sobre el día de divulgación del acta, y ante la discusión que se suscita de si es esa fecha la que debe primar para contar los dos meses, o la de la comunicación directa al propietario, no cabe duda de la improcedencia, en este estadio del asunto, de la declaratoria de caducidad,  por lo que se procederá a revocar el auto apelado y en su lugar se admitirá la demanda, sin perjuicio de que la cuestión pueda ser analizada nuevamente en la oportunidad que corresponda. 
Se negará, en cambio, la petición de suspensión del acto impugnado, dado que no se allegó con la demanda copia del acta de asamblea que, según el inciso 2º del artículo 382 del C.G.P., se requiere para efectos de analizarlo y confrontarlo con las normas y reglamentos invocados como violados.
No habrá condena en costas por cuanto no aparecen causadas, de acuerdo con el artículo 392-9 del Código de Procedimiento Civil, vigente para el momento de la interposición de la alzada. 
  



DECISIÓN

En armonía con lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, REVOCA el auto proferido por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira el 3 de agosto del año 2015, dentro del proceso Verbal de impugnación de actas de asamblea seguido por Jhon Alberto Restrepo Giraldo frente al Conjunto Residencial PORTAL DE LA VILLA PH. En su lugar:
1. Se ADMITE la demanda de impugnación de acta de asamblea, promovida por Jhon Alberto Restrepo Giraldo frente al Conjunto Residencial PORTAL DE LA VILLA PH. 
2. El trámite se surtirá por las reglas del proceso verbal señalado en los artículos 369 a 373 del Código General del Proceso, habida cuenta de que no se ha trabado la litis y, por tanto, la aplicación de la ley procesal en el tiempo se rige, para este caso, por el artículo 40 de la Ley 153 de 1887, modificado por el artículo 624 del C.G.P. 
3. Se niega la medida pedida por el demandante, tal como se explicó en la parte motiva.
4. Sin costas.  

Notifíquese

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Magistrado
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